
ras más de año y medio de gestación, los

Precios de Referencia se han convertido

en realidad en el Sistema Nacional de

Salud. Más parece que en este caso la demora

no se haya debido tanto a las reticencias de los

sectores afectados por la medida como a la nece-

sidad de la Administración sanitaria de asegurar

bien todos los cabos jurídicos para no errar el tiro

en una apuesta política y económica tan determi-

nante.

No cabe ninguna duda de que en el con-

texto en que se ha llevado a cabo no resultaba

difícil conseguir el apoyo popular (más tácito

que explícito) a la puesta en marcha de un

mecanismo que garantiza, al menos en princi-

pio, una disminución progresiva de los precios

de los medicamentos por la vía de condicionar y

al mismo tiempo aprovechar a golpe de Real

Decreto el libre movimiento del mercado del

medicamento. Dicho mecanismo pone en mar-

cha una suerte de fagocitosis entre compañías

farmacéuticas que tiene como consecuencia

que todas ellas deben reducir sus márgenes

comerciales de manera igualmente progresiva si

quieren que sus productos se encuentren entre

los completamente financiados.

Precisamente porque la buena acogida

popular estaba garantizada, no se comprende

que el Ministerio de Sanidad haya destinado a

una campaña masiva de promoción de los medi-

camentos genéricos los casi 400 millones de

pesetas librados para informar a la opinión públi-

ca sobre la entrada en vigor de los Precios de

Referencia. Esto ha dado lugar en consultas y

farmacias a situaciones grotescas con los

pacientes, perfectamente convencidos de que

existen medicamentos genéricos para todas y

cada una de sus patologías, sorprendidos cuan-

do las marcas que venían utilizando habitual-

mente son sustituidas por genéricos y perplejos

cuando los genéricos dispensados cada vez son

diferentes entre sí en función de las disponibili-

dades, el capricho o los intereses de las farma-

cias.

No quedará en una simpática anécdota que

los médicos deberemos acostumbrarnos a pres-

cindir del relevante apoyo que nos facilitaba con

determinados pacientes hablarles de "las pasti-

llas de la caja roja con una línea azul" o de "las

cápsulas verdes y blancas"; tampoco que a par-

tir de ahora los pacientes deberán memorizar

palabras de hasta seis sílabas en lugar de las de

un máximo de tres que conforman normalmente

las marcas de fantasía; mucho menos la delimi-

tación de responsabilidades profesionales a la

hora de hacer frente a las ya frecuentes pero no

del todo previsibles intolerancias debidas a las

diferencias de los excipientes de cada prepara-

do comercial.

Sin entrar a comentar la oportunidad, las
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consecuencias o la eficacia a medio plazo de los

Precios Referencia, lo cierto es que los que tra-

bajamos a pie de obra esperamos que nuestras

autoridades sanitarias adopten otro tipo de

medidas al menos tan necesarias y eficaces

como ésta para contener el gasto sanitario en

general y el farmacéutico en particular. Se trata

de decisiones tan obvias como, por ejemplo,

obligar a que todos los niveles asistenciales (no

sólo la Atención Primaria) se responsabilicen de

manera definitiva de sus prescripciones y las

plasmen en recetas oficiales, algo tan simple de

llevar a la práctica como perfectamente legisla-

do. No es una reivindicación puramente testimo-

nial, pues cualquiera de los lectores sabe lo fre-

cuente que es que una prescripción sin receta

oficial en el nivel especializado dé lugar a dos

recetas oficiales (y su consiguiente traducción

en pesetas en la farmacia) en el primario por

múltiples razones: desacuerdo del médico de

Primaria, interacciones, intolerancias, desajus-

tes de dosis... Eso sin contar lo que implica de

despilfarro del tiempo de los médicos generales,

que también tiene precio (muchas veces, ade-

más, de generar un enfrentamiento inevitable

con el paciente que incrementa irremedia-

blemente el tiempo que se ha de emplear), y de

los pacientes, para los que, además de coste

económico, supone una descortesía intolerable

y una falta de respeto hacia derechos que en

otras instancias y situaciones se reclaman con

tanta fuerza.

942

MedicinaGeneral

MEDICINA GENERAL 2000; 29: 941-942


	SUMARIO: 


